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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 
1098/2024-2
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

 LA DIRECCION DE TRANSITO MUNICIPAL, POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN  DE TRANSITO MUNICIPAL Y TESORERO TODOS DEL H. AYUNTAMIENTO DE RIO VERDE, SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GEORGINA JUAREZ MARTINEZ.

San Luis Potosí, S.L.P.,  tres de abril de dos mil veinticinco.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1098/2024-2, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del doce de noviembre de dos mil veinticuatro, se tuvo a **********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:**********
Autoridad demandada:

- Supuesto Policía del Municipio de Rio Verde, San Luis Potosí. De nombre **********-La Direccion de Transito Municipal de Rioverde, San Luis Potosi. 

 -Tesorero  del H. Ayuntamiento de Rio Verde, San Luis Potosí. 
Acto que se impugna.- “**********II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las doce horas del diecisiete de enero de dos mil veinticinco, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda asi como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que se formularon por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que la actora precisa como acto impugnado el siguiente: 
La boleta de infracción número folio 14087  del doce  de octubre del año 2024.

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja 6**********de este expediente, mismo que adquiere valr probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de las autoridades ya señaladas. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita, se advierte que en el acto impugnado, no se indica a quien se encuentra dirigido.

Sin embargo, se señala los datos de quien realizo el pago del vehículo infraccionado como lo que se justifica con el nombre del emisor Tesoreria del Municipio de Rioverde S.L.P. de fecha de timbrado 2024-10-14T09:58:09, a nombre de Ma. Teresa Martinez Rivera, mismo que se encuentra agregado en autos a fojas 7  del expediente en que se actúa, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada LA DIRECCION DE TRANSITO MUNICIPAL, POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN  DE TRANSITO MUNCIPAL Y TESORERO TODOS DEL H. AYUNTAMIENTO DE RIO VERDE, SAN LUIS POTOSÍ, la misma se encuentra acreditada conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aporto para tales efectos el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a fojas 22,  28 y 30  del expediente en que se actúa. 

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 04 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que las autoridades demandadas,**********en su calidad Director General Seguridad Publica del Municipio de Rioverde y **********  en su carácter de Policía de Policia adscrito a la Direccion de Seguridad Publica del  Municipio de Rioverde, al producir su contestación de demanda, manifestó medularmente  bajo el argumento de  que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado. Lo anterior prácticamente lo reitera, en el diverso apartado que denominó “EXCEPCIONES Y DEFENSAS”, en la que señaló como excepción la consistente en “SINE ACTIONE AGIS”.

Al respecto la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento.  Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

De lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda por parte del Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento del Municipio de Rioverde San Luis Potosí; la suscrita Magistrada considera que esa causal es procedente en virtud de que los razonamientos y del acto impugnado dicho acto no fue emitido por su parte, dado que no tuvo intervención directa en su emisión o ejecución, de ahí que resulte procedente determinar el sobreseimiento respecto de dicha autoridad, -Tesorero Municipal- con fundamento en lo previsto por el numeral 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado, que dice:  

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

SEXTO.- El primer Concepto de Impugnación que hace valer la actora:

“(..) PRIMERO.- Al emitirse la ilegal Boleta de Infracción número 14087, se violenta el contenido de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, 164 y 165 del Código Procesal Administrativo del Estado, porque el supuesto servidor público al parecer dependiente de la Dirección de Tránsito Municipal de Rioverde, S.L.P. que la emite, no fundó debidamente su competencia, mucho menos la sanción que impone, aunado a que omitió identificarse al momento de levantar la infracción, siendo prueba de esto que en ninguna parte de la boleta expedida queda plasmado que el agente esté legitimado activamente y tenga personalidad para determinar la sanción, puesto que es omiso en asentar con su puño y letra el documento con el cual acredita su personalidad, así como la fecha de vigencia y expiración del nombramiento, nombre y cargo de la autoridad que lo expide, superior que lo autoriza y faculta para realizar tareas de verificación, inspección, vigilancia, del tránsito vehicular, entre otras, lesionando de esta forma los derechos de esta parte actora.

Comprobándose que la autoridad demandada omitió identificarse debidamente, y por lo tanto no acreditó estar facultada para levantar la boleta, pues al no especificar con qué documento se identificó, mucho menos las fechas de vigencia y expiración de este, tampoco la autoridad que lo expide, fundamentos legales aplicables y monto de la sanción, a pesar de tener la obligación de hacerlo en términos de los artículos 1°, y 91, fracciones I, II, VII y VIII, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; entonces, existe seguridad en el gobernado de que el documento sí emana de una autoridad legitimada para expedirlo.

En efecto, se emitió la boleta de infracción sin acreditar con precisión que se contaba con facultades para hacerlo. Ello es así, pues a pesar de que los agentes de la Dirección de Tránsito Municipal pudieran imponer sanciones en materia de tránsito, era necesario que el servidor público sancionador precisara cuál era su cargo, plaza o puesto que desempeñaba, y lo acreditara con identificación idónea, así como el número, fecha, denominación de la autoridad que la emitió, su vigencia, el nombre de su titular y el lugar o centro de control al cual se encontraba asignado, del oficio por el que se le comisionó, entre otras cosas, para imponer la sanción que se impugna; consecuentemente, si no lo hizo, se confirma que se emitió la boleta de infracción número 14087, por una autoridad incompetente.

En la suso dicha boleta se anotan los motivos de la infracción, pero sin hacer

mención clara del fundamento legal que la sustenta, pues únicamente señala el número 9348, sin especificar su significado, y en otro renglón dice "Art 38 fracc XXIII", y más abajo menciona "Reglamento de Tránsito de Rioverde, S.L.P." Mucho menos determina a cuánto asciende la multa impuesta. Y en su parte trasera tampoco existía existía tecto relacionado con la fundamentación y motivación (..)”.
Por lo que es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto reclamado, en virtud de las siguientes consideraciones legales: 

Dice la demandante que en la boleta de infracción, la autoridad demandada incumple con las obligaciones de identificarse plenamente, no fundó debidamente su competencia, mucho menos la sanción que impone, aunado a que omitió identificarse al momento de levantar la infracción, siendo prueba de esto que en ninguna parte de la boleta expedida queda plasmado que el agente esté legitimado activamente y tenga personalidad para determinar la sanción, puesto que es omiso en asentar con su puño y letra el documento con el cual acredita su personalidad, así como la fecha de vigencia y expiración del nombramiento, nombre y cargo de la autoridad que lo expide conforme a lo señalado en el artículo 91 de la Ley de Tránstio del Estado de San Luis Potosí, en relación con con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario transcribir en su parte conducente lo que establece el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí que dice: 

“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables.

Del aludido artículo y la fracción II de la norma en comento, dice que la boleta de infracción, contendrá obligatoriamente entre otros datos, los que refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado. 

Ahora bien, el aludido artículo 34 de la señalada Ley dice lo siguiente:   

“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

 Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento. 

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. 

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego. 
Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública.” Lo subrayado es nuestro
Se desprende de los preceptos transcritos que para la aplicación de una sanción, se levantará una boleta de infracción y sanción que contendrá obligatoriamente los datos de la credencial con que se identifica el Agente de Tránsito como lo es el nombre, cargo y vigencia de la credencial.
Además, se anotará el número de credencial, fecha de expedición, la vigencia de dicha credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables.

Sin embargo, al remitirnos al acto que se impugna, el cuál obra agregado a foja 6 del expediente en que ese actúa, no se advierte en ningún apartado que se haya hecho referencia a documento alguno con el que la demandada se haya identificado con la actora.

Si bien es cierto que en el momento en que se emitió la boleta de infracción, la actora no estuvo presente, no menos cierto lo es que esos datos de identificación, debieron de hacerse constar en el acto que se impugna, aefecto de que la parte actora estuviera en condiciones de saber que la persona que emtió el acto en cuestión, sí era autoridad administrativa y con facultades para emitir actos como el que nos ocupa.   

Sin embargo, la autoridad emisora del acto impugnado, no obstante de formar parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección de Tránsito Municipal de Rioverde, San Luis Potosí, no cumplió con dicha disposición tal y como así se hace constar del mismo acto impugnado.

  Por su parte, la autoridad demandada al momento  de emitir su contestación de demanda,  se manifestó respecto al documento con el que se identificó y que no se hizo constar en el acto impugnado  

En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción ha quedado desvirtuada por parte de la demandante, en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución.

Con lo anterior, se confirma que en el acto que se combate, no se cumplió con lo previsto en el artículo 91 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, por los motivos y razones señalados, ello al no identificarse la autoridad demandada con el documento a que se alude, lo cual impide constatar si la persona que levantó la boleta de infracción, se encuentra facultada de manera fehaciente para llevar a cabo el acto de molestia, lo que hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio de procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Así las cosas, esta Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. 

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado. Consistente la boleta de infracción con número de  14087, por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el párrafo tercero del numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.
En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen la boleta de infracción impugnada–como lo fue el pago de la infracción que ha sido declarada nula-, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad. Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

 “FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente 
afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que cancele los registros inherentes a la boleta de infracción declarada ilegal, cuyo documento obra a foja 06 del presente expediente y  le sea reintegrado a la actora la cantidad de $ 1.086.00 (UN MIL OCHENTA Y SEIS PESOS 0/100 M.N.)**********por concepto de pago de la multa, según lo que se justifica con el nombre del emisor Tesoreria del Municipio de Rioverde S.L.P. de fecha de timbrado 2024-10-14T09:58:09, a nombre de Ma. Teresa Martinez Rivera, mismo que se encuentra agregado en autos a fojas 7  del expediente en que se actúa, los que merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del citado Código. La devolución debe realizarse con sus  intereses y actualizaciones conforme a lo previsto en el previsto en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado.
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la boleta impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250 fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- En términos de las precisiones expuestas en el Considerando Cuarto de esta resolución, SE SOBRESEE respecto de la autoridad denominada Tesorero Municipal de Rioverde San Luis Potosí. 

TERCERO.-Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la boleta de infracción controvertida con número 14087, así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
CUARTO.- Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. 
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.





